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Presentación del manual


El Certificado de Profesionalidad es el instrumento de acreditación, en el ámbito de la Administración laboral, de las cualificaciones profesionales del Catálogo Nacional de Cualificaciones Profesionales adquiridas a través de procesos formativos o del proceso de reconocimiento de la experiencia laboral y de vías no formales de formación.


El elemento mínimo acreditable es la Unidad de Competencia. La suma de las acreditaciones de las unidades de competencia conforma la acreditación de la competencia general.


Una Unidad de Competencia se define como una agrupación de tareas productivas específica que realiza el profesional. Las diferentes unidades de competencia de un certificado de profesionalidad conforman la Competencia General, definiendo el conjunto de conocimientos y capacidades que permiten el ejercicio de una actividad profesional determinada.


Cada Unidad de Competencia lleva asociado un Módulo Formativo, donde se describe la formación necesaria para adquirir esa Unidad de Competencia, pudiendo dividirse en Unidades Formativas.


El presente manual desarrolla la Unidad Formativa UF0522: Marco organizativo y normativo de las Administraciones Públicas y de la Unión Europea,


perteneciente al Módulo Formativo MF0988_3: Gestión de documentación jurídica y empresarial,


asociado a la unidad de competencia UC0988_3: Preparar y presentar expedientes y documentación jurídica y empresarial ante Organismos y Administraciones Públicas,


del Certificado de Profesionalidad Asistencia documental y de gestión en despachos y oficinas.




Capítulo 1


La organización de las administraciones públicas


Contenido


1. Introducción


2. La Constitución española: estructura y contenidos


3. La división de poderes


4. La Administración del Estado


5. La Administración autonómica


6. La Administración local


7. Fuentes del Derecho


8. Identificación de las normas jurídicas y órganos de elaboración, aprobación y publicación


9. El Boletín Oficial del Estado y los Boletines Autonómicos


10. Bases de datos de documentación jurídica de internet


11. Resumen



1. Introducción


En el mes de julio de 1976 Adolfo Suárez era un perfecto desconocido para la población española. A pesar de ello, el rey Juan Carlos I le encargó la formación del segundo Gobierno de su reinado con un objetivo claro: liderar la transición hacia un sistema democrático.


Su inteligencia y su gran capacidad conciliadora fueron claves para que, el 15 de junio de 1977, se celebraran elecciones democráticas en España por primera vez desde 1936. El propio Suárez resultaría vencedor, al frente de un conglomerado de formaciones de centro y bajo las siglas de UCD (Unión de Centro Democrático).


Precisamente, las Cortes formadas en esas elecciones serían las encargadas de aprobar la actual Constitución Española el 6 de diciembre de 1978, tras un largo y complejo proceso de elaboración. Su publicación, el 29 de diciembre de 1978, ponía punto y final a un proceso de transición que permitió a España acceder a un sistema democrático.


La Constitución sentó las bases de la organización de las Administraciones Públicas y a partir de ella, se desarrollaron innumerables normas que regulan el funcionamiento de nuestro país.



2. La Constitución española: estructura y contenidos


La Constitución Española (CE, en adelante) es la norma suprema de nuestro ordenamiento jurídico, a la que están sujetos los poderes públicos y los ciudadanos, y establece el marco para la convivencia de todos los españoles.


Novena en nuestro ordenamiento constitucional, su entrada en vigor supuso el inicio de una nueva etapa en la historia de España que dura hasta nuestros días.
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Actividades


1. La actual Constitución Española ocupa el puesto noveno en nuestro ordenamiento constitucional pero, ¿cuándo fueron aprobadas las restantes constituciones españolas?





2.1. Proceso de elaboración


El proceso de elaboración del texto constitucional puede dividirse en varias etapas.


La primera se inicia en el Congreso de los Diputados donde, el 26 de julio de 1977, el Pleno aprueba la constitución de una Comisión de Asuntos Constitucionales, designándose inmediatamente una Ponencia que elaborará el proyecto de Constitución. En enero de 1978 se publica el anteproyecto de la misma.


La segunda etapa se desarrolló en el Senado. Durante los meses de agosto y septiembre de 1978, se recibe el texto, se abren los plazos para presentar enmiendas y se debaten en la Comisión Constitucional. En octubre se realizan las discusiones en el Pleno del Senado y se aprueban las modificaciones del texto del Proyecto de Constitución remitido por el Congreso de los Diputados.
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Sabía que…


Algunas reuniones de la Ponencia Constitucional fueron muy tensas. De hecho, Gregorio Peces-Barba llegó a abandonarla durante un periodo de tiempo.





La tercera fase cubre las actuaciones en la Comisión Mixta Congreso-Senado que, en secreto, debate y aprueba el texto constitucional.


La cuarta etapa tiene lugar el 31 de octubre de 1978 y se concreta en los actos en que ambas cámaras, por separado, aprueban el Dictamen de la Comisión Mixta Congreso-Senado.


En la quinta etapa, el rey somete a referéndum de la Nación el Proyecto de Constitución, celebrándose la consulta el 6 de diciembre de 1978, con una abrumadora mayoría a favor.


Las fases sexta y séptima se refieren a la sanción y a la publicación de la Constitución. El rey sanciona el Texto al término de una sesión conjunta Congreso-Senado (27 de diciembre de 1978), siendo publicada en el Boletín Oficial del Estado el día 29 de diciembre de 1978, fecha de su entrada en vigor.


2.2. Estructura y contenidos


La Constitución Española es un texto caracterizado por su extensión, fruto del consenso de las fuerzas políticas. Por ello, es imprescindible analizar correctamente las distintas partes de la misma para su mejor comprensión.


Preámbulo


El Preámbulo es un texto sin fuerza de obligar directamente, pero con gran valor político declaratorio, al señalar los fundamentos del orden constitucional y los principios primarios perseguidos por la Constitución.


El Preámbulo concluye diciendo: “En consecuencia, las Cortes aprueban y el pueblo español ratifica la siguiente” (Constitución Española).


Título Preliminar


Engloba los artículos del 1 al 9, ambos inclusive, y viene referido a los principios, caracteres y valores en que se sustenta el Estado.


Título I. De los derechos y deberes fundamentales


Engloba los artículos del 10 al 55, ambos inclusive. Sin duda, es uno de los títulos más importantes del texto constitucional por reconocer los derechos y libertades fundamentales de las personas, así como los mecanismos que los garantizan. Tiene la siguiente estructura:




	
Capítulo Primero. De los españoles y extranjeros (art. 11 al 13).


	
Capítulo Segundo. Derechos y libertades (art. 14 al 38).



	
Sección 1º. De los derechos fundamentales y de las libertades públicas (art. 15 al 29).


	
Sección 2º. De los derechos y deberes de los ciudadanos (art. 30 al 38).







	
Capítulo Tercero. De los principios rectores de la política social y económica (art. 39 al 52).


	
Capítulo Cuarto. De las garantías de las libertades y derechos fundamentales (art. 53 al 54).


	
Capítulo Quinto. De la suspensión de los derechos y libertades (art. 55).





Título II. De la Corona


Engloba los artículos del 56 al 65, ambos inclusive. Este título está dedicado íntegramente a la Jefatura de Estado.


Título III. De las Cortes Generales


Engloba los artículos del 66 al 96, ambos inclusive y se dedica a establecer el funcionamiento del Congreso y Senado, el proceso de elaboración de leyes y los Tratados Internacionales. Tiene la siguiente estructura:




	
Capítulo Primero. De las cámaras. (art. 66 al 80)


	
Capítulo Segundo. De la elaboración de las leyes. (art. 81 al 92)


	
Capítulo Tercero. De los tratados internacionales. (art. 93 al 96)





Título IV. Del Gobierno y de la Administración


Engloba los artículos del 97 al 107, ambos inclusive. Dedicado al Poder Ejecutivo y a establecer los principios básicos del funcionamiento de las Administraciones Públicas.


Título V. De las relaciones entre el Gobierno y las Cortes Generales


Engloba los artículos del 108 al 116, ambos inclusive. Establece los puntos clave de colaboración entre los Poderes Ejecutivo y Legislativo.


Título VI. Del Poder Judicial


Engloba los artículos del 117 al 127, ambos inclusive. Establece los principios básicos de funcionamiento del Poder Judicial.


Título VII. Economía y hacienda


Engloba los artículos del 128 al 136, ambos inclusive, e implanta los elementos básicos del funcionamiento de la Economía y Hacienda nacional.


Título VIII. De la organización territorial del Estado


Engloba los artículos del 137 al 158, ambos inclusive. Tiene la siguiente estructura:




	
Capítulo Primero. Principios Generales. (art. 137 al 139)


	
Capítulo Segundo. De la Administración local. (art. 140 al 142)


	
Capítulo Tercero. De las Comunidades Autónomas. (art. 143 al 158)





Título IX. Del Tribunal Constitucional


Engloba los artículos del 159 al 165, ambos inclusive. Título dedicado íntegramente al Tribunal Constitucional, órgano independiente del Poder Judicial y dedicado a ejercer como supremo intérprete del texto Constitucional.


Título X. De la reforma constitucional


Engloba los artículos del 166 al 169, ambos inclusive. Dicho Título es analizado en el epígrafe siguiente.


Disposiciones


Compuestas por 4 adicionales, 9 transitorias, una derogatoria y una final.
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Actividades


2. ¿Cuál es el significado jurídico de las disposiciones?





2.3. Reforma constitucional


La Constitución Española es considerada una norma “rígida” debido al exigente y complejo proceso requerido para modificar sus artículos.


Este proceso, desarrollado en su título décimo, es diferente dependiendo de los artículos que se pretendan modificar.


Iniciativa de la reforma


El artículo 166 CE dispone que los titulares de la iniciativa de la reforma son: el Gobierno; el Congreso; el Senado; y las Asambleas Legislativas de las comunidades autónomas.


Destaca la preponderancia del Congreso sobre el Senado. De este modo, una vez tomada la iniciativa por el Senado (la de 50 senadores que no pertenecen a un mismo grupo parlamentario), habrá de enviarla al Congreso, cuyo Reglamento exige, por otra parte, una mayor cualificación en la presentación de proposiciones de modificación.


Si la iniciativa parte del Congreso, esta habrá de ir suscrita, al menos, por dos grupos parlamentarios o por una quinta parte de los diputados.


De esta manera, el procedimiento de reforma aparece más agravado desde su comienzo, ya que no todas las fuerzas políticas podrán plantear, por sí mismas, el inicio de una reforma constitucional.


Finalmente, si la iniciativa surge del Gobierno, esta requerirá el acuerdo del Consejo de Ministros y el envío del texto con una Exposición de Motivos y de los antecedentes necesarios.


Los procedimientos de reforma constitucional


Existen dos tipos de reforma constitucional: la revisión y la reforma, propiamente dicha. En función de la materia que se pretenda modificar, se seguirá un procedimiento u otro:




	
La revisión constitucional (art. 168 CE). Se empleará el procedimiento de revisión constitucional cuando se pretende una reforma completa del texto constitucional, o una reforma parcial que afecte al Título Preliminar, a la Sección I del Capítulo Segundo del Título I o al Título II. Este procedimiento destaca por su complejidad, ya que dos terceras partes de las Cortes deberán aprobar la propuesta de reforma. En este caso, una vez aprobada la reforma por las Cortes Generales, será sometida a posterior referéndum para su ratificación.


	
La reforma constitucional (art. 167 CE). Los proyectos de reforma constitucional deberán ser aprobados por una mayoría de tres quintos de cada una de las cámaras. Si no hubiera acuerdo entre ambas, se intentará obtenerlo mediante la creación de una comisión, que presentará un texto que se votará en Congreso y Senado. Si aun así, no se logra el acuerdo, el Congreso, por mayoría de dos tercios, podrá aprobar la reforma siempre que hubiera obtenido el voto favorable de la mayoría absoluta del Senado. Una vez aprobada la reforma por las Cortes, será sometida a referéndum para su ratificación cuando así lo soliciten, dentro de los quince días siguientes a su aprobación, una décima parte de los miembros de cualquiera de las Cámaras.
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Aplicación práctica


Según los procedimientos de reforma constitucional que acabamos de ver y teniendo en cuenta la estructura de la Constitución Española estudiada, indique qué procedimiento se debería seguir si quisiéramos modificar los siguientes artículos, secciones o capítulos del texto constitucional:




	
Sección 1ª del Capítulo II del Título I.


	
Sección 2ª del Capítulo II del Título I.


	Artículo 4


	
Artículo 80.


	
Título IV.


	
Título II.





SOLUCIÓN




	Sección 1ª del Capítulo II del Título I: revisión constitucional.


	Sección 2ª del Capítulo II del Título I: reforma constitucional.


	Artículo 4: revisión constitucional.


	Artículo 80: reforma constitucional.


	Título IV: reforma constitucional.


	Título II: revisión constitucional.








Los límites de la reforma


Nuestra constitución solo se refiere expresamente a un tipo concreto de límite, y este es de carácter temporal. Así, el artículo 169 CE dispone que no podrá iniciarse la reforma constitucional en tiempo de guerra o de vigencia de alguno de los estados previstos en el artículo 116 CE (alarma, excepción y sitio).
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Actividades


3. ¿Cuántas veces y por qué motivos se ha reformado la Constitución Española? ¿Qué procedimiento se siguió?






3. La división de poderes


Con la Revolución Francesa nació una nueva concepción del Estado basado en la supremacía de la ley, la separación de poderes y el respeto de la legalidad en las actuaciones de la Administración. Esta nueva idea del Estado se denominó Estado de Derecho.


Exactamente, la teoría de la separación de poderes nace en la obra “Del espíritu de las Leyes” de Montesquieu, siendo un sistema de ordenación y distribución de las funciones del Estado, donde la titularidad de cada una de ellas es confiada a un órgano u organismo público distinto.


Este principio establece que las funciones ejecutiva (Gobierno), legislativa (Cortes Generales) y judicial (jueces y magistrados) del Estado deben ser consideradas fuerzas independientes, para que pueda establecerse un sistema de controles y equilibrios que limite las facultades de Gobierno y proteja los derechos individuales.


Este carácter independiente de los poderes estatales no impide la existencia de relaciones de colaboración entre los mismos. De esta forma, en el caso español, observamos cómo el Gobierno (Poder Ejecutivo) forma parte de las Cortes Generales (Poder Legislativo), siendo estas las encargadas de proponer futuros miembros del Consejo General del Poder Judicial (órgano de Gobierno de dicho Poder).
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3.1. Poder Ejecutivo


El poder ejecutivo, ejercido por el Gobierno, está reconocido en el Título IV de la Constitución Española.


Partiendo de la doctrina de la división de poderes que se acaba de analizar, el Poder Ejecutivo englobaría la función política o de Gobierno y la Administración.


De este modo, la Administración sería un complejo orgánico integrado en el Poder Ejecutivo, dirigido por el Gobierno, pero políticamente independiente. Esa independencia institucional, como se ha comentado anteriormente, no impide la existencia de relaciones de colaboración entre los distintos poderes estatales.


En el epígrafe 4 se analizará este punto con mayor detalle.


3.2. Poder Legislativo


El poder legislativo, ejercido por las Cortes Generales, está reconocido en el título III de la Constitución Española.


Las Cortes son el órgano que representa al pueblo español, a través del cual, la ciudadanía participa en los asuntos públicos por medio de representantes.


Son las encargadas de ejercer la potestad legislativa del Estado, aprobar sus Presupuestos, controlar la acción del Gobierno y ejercer las demás competencias que les atribuya la Constitución.


Se caracterizan por ser un órgano de deliberación, ya que sus decisiones se llevan a cabo a través de un proceso de discusión. También es un órgano de acción continuada, de este modo ejerce sus funciones a través de la diputación permanente, incluso durante las vacaciones parlamentarias o en los supuestos de disolución o extinción del mandato.


Respecto a la estructura de las Cortes Generales, destaca su carácter bicameral, existiendo una Cámara Baja (Congreso de los Diputados) y una Cámara Alta (Senado).


Congreso de los Diputados


El Congreso de los Diputados, o Cámara Baja, es el órgano por excelencia que canaliza la representación del pueblo español y además, es el principal órgano en la elaboración de las leyes, sin perjuicio de la participación del Senado, cuyo carácter es subordinado.


Lo integran un mínimo de 300 diputados y un máximo de 400 diputados, elegidos por circunscripciones electorales en que se constituyen cada una de las provincias, además de las ciudades de Ceuta y Melilla.


El número de representantes por cada provincia los fija la Ley Electoral, asegurando un mínimo de dos en cada una de ellas y distribuyendo los demás en proporción a la población. Ceuta y Melilla tendrán un representante cada una de ellas.


El Congreso es elegido por cuatro años. El mandato de los diputados termina cuatro años después de su elección o el día de la disolución de la Cámara.


Senado


La Constitución otorga al Senado, o Cámara Alta, un carácter de representatividad territorial. Está subordinada al Congreso y tiene carácter de segunda reflexión.


Cada provincia elegirá a cuatro senadores, por sufragio universal.


En las provincias insulares, cada isla o agrupación de ellas, con Cabildo o Consejo Insular, constituirá una circunscripción a efectos de elección de senadores, correspondiendo tres a cada una de las islas mayores.


Las poblaciones de Ceuta y Melilla elegirán dos senadores, cada una de ellas.


Las comunidades autónomas designarán, además, a un senador y otro más por cada millón de habitantes de su respectivo territorio.


El Senado es elegido por cuatro años. El mandato de los senadores termina cuatro años después de su elección o el día de la disolución de la Cámara.
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Actividades


4. ¿Cuántos diputados y senadores hay actualmente en las Cortes Generales?





3.3. Poder Judicial


El Poder Judicial, ejercido por jueces y magistrados, está reconocido en el título VI de la Constitución Española. En concreto, el artículo 117.1 establece que:


La justicia emana del pueblo, se administra en nombre del Rey por jueces y magistrados integrantes del poder judicial, independientes, inamovibles, responsables y sometidos únicamente al imperio de la ley.


Así mismo, el artículo 125 CE dispone que:


Los ciudadanos podrán participar en la administración de justicia mediante la institución del jurado en la forma y respeto a aquellos procesos penales que la ley determine, así como en los Tribunales consuetudinarios y tradicionales.


Es importante destacar que, mediante el principio de independencia, los jueces y magistrados están desconectados funcionalmente del resto del aparato del Estado. De este modo, no están sometidos a órdenes de ningún género, ni intromisión de los otros poderes.


Así mismo, en España rige el principio de unidad jurisdiccional, es decir, hay una única justicia en todo el Estado, con jueces y magistrados pertenecientes a un cuerpo único.


Respecto a su organización, los tribunales están ordenados jerárquicamente, formando una pirámide judicial. De este modo, las decisiones y sentencias de los juzgados y tribunales de rango inferior pueden ser recurridas ante otros de rango superior.
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A raíz de lo establecido en el gráfico anterior, cabe destacar que el Tribunal Supremo es el órgano jurisdiccional superior en todos los órdenes, salvo en materias constitucionales, que corresponden enjuiciarlas al Tribunal Constitucional.


Consejo General del Poder Judicial


El Consejo General del Poder Judicial es el órgano de Gobierno del Poder Judicial, ejerciendo sus competencias en todo el territorio nacional. Es el encargado del nombramiento, ascensos, inspección y régimen disciplinario de los jueces y magistrados, así como de la inspección de juzgados y tribunales.


Respecto a su organización, tal y como indica el artículo 122.3 CE:


El Consejo General del Poder Judicial estará integrado por el Presidente del Tribunal Supremo, que lo presidirá, y por veinte miembros nombrados por un periodo de cinco años. De estos, doce entre Jueces y Magistrados, en los términos que establezca la ley orgánica; cuatro a propuesta del Congreso y cuatro a propuesta del Senado, elegidos en ambos casos por mayoría de tres quintos de sus miembros, entre abogados y juristas, todos ellos de reconocida competencia y con más de quince años de ejercicio en su profesión.


Su presidente es la primera autoridad judicial de la nación, ostentado la representación del Poder Judicial, y correspondiéndole la categoría y honores propios del titular de uno de los tres Poderes del Estado.



4. La Administración del Estado


Partiendo de la doctrina de la división de poderes, el Poder Ejecutivo englobaría la función política o de gobierno y la Administración.


Resulta así que la Administración es un complejo orgánico integrado en el Poder Ejecutivo, dirigido por el Gobierno, pero políticamente independiente.


De este modo, el artículo 103.1 CE establece que la Administración Pública sirve con objetividad a los intereses generales y actúa de acuerdo con los principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento pleno a la Ley y al Derecho.


El artículo 103.2 CE indica que los órganos de la Administración del Estado son creados, regidos y coordinados de acuerdo con la ley.


El artículo 103.3 CE hace referencia a los funcionarios:


La ley regulará el Estatuto de los funcionarios públicos, el acceso a la función pública de acuerdo con los principios de mérito y capacidad, las peculiaridades del ejercicio de su derecho a sindicación, el sistema de incompatibilidades y las garantías para la imparcialidad en el ejercicio de sus funciones.


Finalmente, indicar que la Administración Pública Española está constituida por entes públicos que tienen como base un territorio determinado, una comunidad de ciudadanos y unos fines generales.


Se pueden distinguir tres grandes administraciones públicas:




	Administración General del Estado


	Administración Autonómica


	Administración Local





Durante este punto, detallaremos el funcionamiento del Gobierno estatal y de la Administración General del Estado.


4.1. El Gobierno: composición, organización y funciones


El Gobierno del Estado viene regulado en el título IV de la Constitución Española y en la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno.


Tal y como recoge el artículo 97 CE, el Gobierno dirige la política interior y exterior, la Administración civil y militar y la defensa del Estado. Asimismo, ejerce la función ejecutiva y la potestad reglamentaria, de acuerdo con la Constitución y las leyes.


El Gobierno es un órgano colegiado y complejo en el que participan diversas categorías de miembros. El artículo 98 CE preceptúa que “el Gobierno se compone del presidente, de los vicepresidentes en su caso, de los ministros y de los demás miembros que establezca la ley”. De este modo pueden distinguirse dos componentes fijos (el presidente y los ministros) y otros dos posibles (vicepresidentes y otros miembros). Los ministros son nombrados por el rey a propuesta del presidente del Gobierno. Los miembros del Gobierno se reúnen en Consejo de Ministros y en Comisiones Delegadas.


Finalmente, tal y como establece el artículo 101 CE, el Gobierno cesa tras la celebración de elecciones generales, en los casos de pérdida de la confianza parlamentaria previstos en la Constitución, o por dimisión o fallecimiento de su presidente. El Gobierno cesante continuará en funciones hasta la toma de posesión del nuevo Gobierno.


El presidente del Gobierno


Según establece el artículo 98 CE:


El Presidente dirige la acción del Gobierno y coordina las funciones de los demás miembros del mismo, sin perjuicio de la competencia y responsabilidad directa de los Ministros en su gestión.


Su nombramiento se lleva a cabo según lo expuesto en el artículo 99 CE. De este modo, después de cada renovación del Congreso de los Diputados y en los supuestos que la ley determine, el rey, previa consulta con los representantes parlamentarios y a través del presidente del Congreso, propondrá un candidato a la presidencia del Gobierno.


Dicho candidato expondrá ante el Congreso el programa político del Gobierno que pretende formar y solicitará la confianza de la Cámara.


Si el Congreso de los Diputados, por el voto de la mayoría absoluta de sus miembros, otorga su confianza al candidato, el rey le nombrará presidente. En caso contrario, se someterá dicha propuesta a nueva votación cuarenta y ocho horas después de la anterior. La confianza se entenderá otorgada si obtuviere la mayoría simple.


Si efectuadas las citadas votaciones no se otorgase la confianza para la investidura, se tramitarán sucesivas propuestas en la forma prevista en los apartados anteriores.


Si transcurrido el plazo de dos meses a partir de la primera votación de investidura, ningún candidato hubiere obtenido la confianza del Congreso, el rey disolverá ambas Cámaras y convocará elecciones con el refrendo del presidente del Congreso.
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Actividades


5. Indique el nombre de los presidentes de Gobierno que ha tenido España durante su Democracia.





Respecto a sus funciones, tal y como estable el artículo 2 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, corresponde al presidente del Gobierno:
                           



	
Representar al Gobierno.


	
Establecer el programa político del Gobierno y determinar las directrices de la política interior y exterior y velar por su cumplimiento.


	
Proponer al Rey, previa deliberación del Consejo de Ministros, la disolución del Congreso, del Senado o de las Cortes Generales.


	
Plantear ante el Congreso de los Diputados, previa deliberación del Consejo de Ministros, la cuestión de confianza.


	
Proponer al Rey la convocatoria de un referéndum consultivo, previa autorización del Congreso de los Diputados.


	
Dirigir la política de defensa y ejercer, respecto de las Fuerzas Armadas, las funciones previstas en la legislación reguladora de defensa nacional y organización militar.


	
Convocar, presidir y fijar el orden del día de las reuniones del Consejo de Ministros.


	
Refrendar, en su caso, los actos del Rey y someterle, para su sanción, las leyes y demás normas con rango de Ley.


	
Interponer el recurso de inconstitucionalidad.


	
Crear, modificar y suprimir Departamentos Ministeriales y Secretarías de Estado.


	
Proponer al Rey el nombramiento y separación de los Vicepresidente y Ministros.


	
Resolver los conflictos de atribuciones que puedan surgir entre los diferentes Ministerios.


	
Impartir instrucciones a los demás miembros del Gobierno.


	
Ejercer cuantas otras atribuciones le confieran la Constitución y las leyes.





Vicepresidentes y ministros


Tal y como establece el artículo 100 CE, los demás miembros del Gobierno serán nombrados y separados por el rey, a propuesta de su presidente.


Según el artículo 3 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno, si existieran vicepresidente o vicepresidentes, les corresponderán las funciones que le indique el presidente del Gobierno. Además, el vicepresidente que asuma la titularidad de un Departamento Ministerial ostentará también la condición de ministro.


El artículo siguiente otorga a los ministros la titularidad de sus departamentos, correspondiéndoles las siguientes funciones:




	
Desarrollar la acción del Gobierno en el ámbito de su Departamento, de conformidad con los acuerdos adoptados en Consejo de Ministros o con las directrices del Presidente del Gobierno.


	
Ejercer la potestad reglamentaria en las materias propias de su Departamento.


	
Ejercer cuantas otras competencias les atribuyan las leyes, las normas de organización y funcionamiento del Gobierno y cualquier otra disposición.


	
Refrendar, en su caso, los actos del Rey en materia de su competencia.
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Actividades


6. ¿En qué consiste el refrendo de los actos del rey?





Finalmente, podrán existir ministros sin cartera, a los que se les atribuirá la responsabilidad de determinadas funciones gubernamentales y cuyas competencias, estructura administrativa, así como los medios materiales y personales que queden adscritos a los mismos, serán designados por real decreto.
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